CNCiv., Sala M, 21/11/2005. - D., J. H. c. A. C. de J. de la República Argentina s/fijación de plazo - [ED, 216-477] 

  En Buenos Aires, a los 21 días del mes de noviembre del año 2005, hallándose reunidos los señores jueces de la sala M de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Dres. Miguel Ángel Vilar, Elisa M. Díaz de Vivar y Carlos R. Degiorgis a fin de pronunciarse en los autos "D., J. H. c. A. C. de J. de la República Argentina s/fijación de plazo", el doctor Degiorgis dijo:  

    Ambas partes se alzan contra el fallo de la anterior instancia que obra a fs. 351/357. La parte demandada expresa agravios a fs. 396/399 y la actora lo hace a fs. 403/405, respondiéndose mutuamente estas presentaciones a fs. 407/409 y 410/411.  

    Por una cuestión de orden metodológico, corresponde referirse en primer lugar a la queja del actor que cuestiona la aseveración del juez a quo en tanto considera que todas las actividades ejercidas en el predio legado por su tía responden al cargo instituido por ella. 

    El agravio remite al tema de la interpretación de los testamentos, tarea que el juez debe realizar indagando cuál ha sido la verdadera intención del causante. La buena fe, ese primer y gran principio rector de la interpretación de los actos jurídicos tiene, en este caso, un sentido particular. Cuando se afirma que la interpretación del testamento debe hacerse de buena fe, se quiere significar que el intérprete ha de indagar honestamente la verdadera intención del causante, sin valerse de una palabra o expresión equívoca para desvirtuarla. Ello obligaría a tener en cuenta todas las circunstancias del caso y aun razones al contexto general del testamento (conf. Borda, "Tratado de Derecho Civil -Sucesiones", t. II, pág. 199, Perrot). 

    La jurisprudencia ha señalado como pautas el fin económico del testador, tratando de que se cumpla; y la interpretación analizando y coordinando todas sus disposiciones (conf. ob. cit.). 

    A la luz de estos criterios interpretativos, se debe examinar si las actividades que se llevan a cabo en el inmueble legado por E. J. responden a los fines previstos por ella en su testamento. Entre aquellas que suscitan la queja del demandado, y que éste considera extrañas a la voluntad de la testadora, se encuentran el centro cultural para ciegos y disminuidos visuales, la atención psicológica y pedagógica de niños para su mejor aprendizaje y la colonia de vacaciones de invierno. 

    Desde ya, puedo adelantar que a mi entender estas actividades no contradicen la voluntad de la causante, que en su testamento al legar su quinta &Ntilde;. tuvo en miras fines amplios, como constituir ese inmueble "en la base de una obra de beneficio a los niños, los animales y las plantas". Deseaba también, entre muchas otras cosas, "que esa propiedad sirviera para asentar un centro cuya finalidad fuera crear hombres y mujeres que amen la naturaleza y la interpreten, valoricen y conserven como un don puesto por Dios en el mundo; que se los indujera a desterrar la indiferencia, el desprejuicio y la crueldad en la esperanza de que estas enseñanzas fueran transmitidas algún día a sus hijos y así se agrandara el sentido de civilización que tanta falta nos hace...". Tanto la atención psicológica y pedagógica de niños para su mejor aprendizaje como la colonia de vacaciones, constituyen evidentemente un beneficio para los niños, por lo que responden perfectamente al fin previsto por la testadora. Asimismo, el centro cultural para ciegos y disminuidos visuales colabora a desterrar la indiferencia, el desprejuicio y la crueldad, agrandando el sentido de la civilización, cumpliendo así también con el deseo y la preocupación de la testadora. 

    Estos fines amplios entre los cuales quedan comprendidas las actividades mencionadas, no deben ser desatendidos so pretexto de la existencia de otros fines más específicos. Unos no excluyen a los otros, y el testamento debe interpretarse en conjunto, analizando todas las intenciones que tenía el causante al legar esa propiedad. En definitiva, lo importante es arribar a la convicción de que la voluntad de la causante se encuentra cumplida, es decir, que de poder ella expresarse, consideraría satisfechos sus designios. Así, en el caso de autos, arribo a la certeza moral de que las actividades desarrolladas en la quinta legada contarían con la aprobación de E. J. porque dan cumplimiento a sus nobles deseos, expresados en su testamento. 

    Es por ello que rechazaré la queja del actor por considerar que todas las actividades reseñadas por el juez y corroboradas en autos se compadecen con las intenciones de la causante expresadas en su testamento. 

    En cuanto al estado de deterioro de la propiedad que el actor considera probado con el acta notarial, debo señalar que -al igual que el anterior sentenciante- no lo encuentro suficientemente acreditado. Porque más allá de que algunas partes puedan requerir algún mantenimiento, ello no implica un deterioro tal de la propiedad que amerite la sanción que propone el actor. En este sentido, su queja también será desestimada. 

    Luego, cuestiona la parte demandada la sentencia por cuanto ha hecho lugar parcialmente a la acción, fijando un plazo de 300 días para cumplir con el cargo testamentario referido al hospital para animales.  

    Conforme surge del testamento de E. J., entre otros deseos, ella quiso que se estableciera en su quinta un pequeño pero, en cuanto sea posible, bien provisto hospital donde cualquier animal enfermo o herido pudiera ser atendido gratuitamente. 

    Este mandato no ha sido cumplido, tal como surge de autos, y las justificaciones que alega ahora la demandada no se encuentran probadas en este expediente; tampoco el testimonio de P. D. en el incidente acollarado (fs. 232 vta.) demuestra que sea totalmente imposible la instalación del hospital; por el contrario, da a entender que sería necesario un proceso paulatino para incorporar animales. De nodo que no habiéndose acreditado fehacientemente la imposibilidad de cumplir con la manda testamentaria referida a la instalación de un pequeño hospital, corresponde confirmar la decisión del juez en tanto fija un plazo para su cumplimiento. Ello sin perjuicio de resolver lo que corresponda, si luego se prueba la alegada imposibilidad. 

    El plazo de 300 días estipulado por el juez luce razonable, a poco que se tenga en cuenta la opinión antes mencionada respecto a que la instalación del hospital requerirá un proceso paulatino, a lo cual deben sumarse los trámites administrativos necesarios para que este nosocomio funcione de acuerdo con las previsiones legales que rijan la materia. 

    Es por ello que confirmaré la sentencia en lo principal que decide. 

    También lo haré en lo que respecta a la imposición de costas por su orden, criterio que se mantendrá en relación a las de la alzada, aunque tal decisión se sustenta para mi no sólo en el resultado de las pretensiones esgrimidas por ambas partes sino también en la particularidad de la cuestión que se resuelve. 

    Por todo lo expuesto, si mi voto es compartido, deberá confirmarse la sentencia de anterior grado, con costas de alzada por su orden (art. 68, párr. 2º, cód. procesal). 

    Los doctores Vilar y Díaz de Vivar adhieren por análogas consideraciones al voto precedente.  

    Y Visto: Lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo precedente, el Tribunal resuelve: confirmar la sentencia de anterior grado, con costas de alzada por su orden (art. 68, párr. 2º, cód. procesal). Diferir el pronunciamiento sobre los honorarios de la alzada para su oportunidad. Regístrese, notifíquese y devuélvase. - Carlos R. Degiorgis. - Miguel A. Vilar. - Elisa M. Díaz de Vivar (Sec. int.: María L. Viani). 

